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DERECHOS HUMANOS Y DERECHOS DE LA MUJER: 
ANTE TODO EL PRINCIPIO DE PROTECCIÓN
Sentencia C-355 de 2006 

PRIMERA PARTE 
CONTEXTO, ANTECEDENTES DE LA SENTENCIA C-355 DEL 2006, EL ABORTO COMO PROBLEMA DE SALUD PÚBLICA

1. CONTEXTO

Alejandra Buitrago. Antropóloga 

Olga Maldonado. Socióloga, Especialista en Bioética 
Las condiciones sociales, económicas y culturales de las mujeres colombianas, entre las cuales se destacan las desigualdades de género, conforman el contexto bajo el cual se presentaron las demandas de inconstitucionalidad contra los Artículos 122, 123 (parcial), 124, modificados por el Art. 14 de la Ley 890 de 2004, y el artículo 32, numeral 7 de la ley 599 del 2000 del Código Penal y se expidió la Sentencia C-355 de 2006. Estas condiciones mantienen a la mujer en unas circunstancias bajo las cuales fácilmente llegan a un embarazo no deseado y a someterse a un aborto clandestino y por lo tanto humillante y potencialmente peligroso para su integridad. Los abortos clandestinos son realizados en condiciones muy diferentes de acuerdo con el nivel social, económico, la edad y el nivel de educación de las mujeres y en su conjunto conforman un problema de tal magnitud que ha sido reconocido como un problema de salud pública
 que afecta, en Colombia, en mayor medida a las adolescentes, a las mujeres desplazadas por el conflicto armado y a aquellas con menor nivel de educación y con menores ingresos. 
Se pretende entonces, en este capítulo, presentar en forma resumida algunas consideraciones respecto a los factores individuales, sociodemográficos, sociales y culturales relacionados con los fenómenos del embarazo no deseado y el aborto, tales como la zona del país donde vive la mujer, el nivel educativo, la edad, las condiciones socioeconómicas y las situaciones de discriminación, de violencia y desplazamiento. 

Comportamiento regional
A comienzos de la década de los 90 se identificaron comportamientos regionales diferentes en cuanto al recurso al aborto. La región con mayor incidencia, casi en todas las edades, es Bogotá, luego con porcentajes algo menores, se ubican las regiones del Atlántico y Valle y finalmente las regiones Andina y Antioqueña tienen porcentajes inferiores aunque con tendencia a incrementar. En estas últimas regiones el recurso al aborto se presentó más para controlar el primer embarazo
. Son coincidentes las altas tasas de fecundidad, en municipios con un marcado círculo pobreza, con un alto índice de necesidades básicas insatisfechas, una baja escolaridad (no mayor de 4 años) y un mayor deterioro de otros indicadores de salud como mortalidad materna e infantil. Estas condiciones son reflejo de las desigualdades y los rezagos en el desarrollo social en que viven estas comunidades
.
Nivel educativo

Las investigaciones realizadas muestran que mujeres de todos los niveles educativos acuden al aborto pero las razones por las cuales lo hacen son diferentes. Las mujeres con escasa educación recurren al aborto para controlar una descendencia numerosa, mientras las mujeres con nivel universitario incompleto controlan por este medio el primer embarazo (42.4%) y las mujeres con nivel universitario completo controlan particularmente (29.7%) el segundo. Esto permite ver que las mujeres que han alcanzado un alto nivel educativo son las que tienen los riesgos de aborto más elevados. Entre estas últimas, una falla en la anticoncepción es subsanada con un aborto, porque la decisión de estas mujeres de no tener hijos en un momento determinado, así como la decisión sobre el número de los mismos, es muy clara. De hecho también sus conductas de prevención son más frecuentes. 

Edad.

Según el censo del 2005, las mujeres representan el 51% de la población total del país (DANE 2005), y para el 2004 la estimación de mujeres en edad fértil (15-49 años) era de 27%. Esta es la población en riesgo de embarazo y de aborto. “El riesgo de aborto es alto para todos los grupos de edad pero aumenta para los grupos más jóvenes. Las menores de 25 años son un grupo de alto riesgo y entre éstas las que están entre 15 y 19 años son las de más alto riesgo… Una joven de menos de 20 años embarazada tiene el doble riesgo de aborto que una mujer mayor de 40 años. Casi la mitad (44.5%) de estas jóvenes menores de 20 años embarazadas ha tenido una experiencia de aborto. Igualmente, entre las mujeres de 20 a 24 años, este riesgo es de 32.4%. Aunque desciende a 22.5% entre las de 45 a 50 años, esta proporción sigue siendo alta.
 
Estrato social 

Socialmente, en los estratos altos la mayor proporción de mujeres con aborto inducido corresponde a aquellas con un primer embarazo. Y luego entre las mujeres con cuatro embarazos, lo cual sugiere la tendencia a un patrón de dos hijos (segundo y tercer embarazo) y primer hijo más tardío.

Los sectores medios también tienden a adoptar el patrón de dos hijos, así que la mayor proporción de mujeres que abortan está entre aquellas con tres embarazos, mientras que en los sectores bajos se concentra entre aquellas con seis y siete embarazos. En este grupo está el 32.4% de mujeres con experiencia de aborto inducido 
.

En las mujeres de sectores sociales bajos los problemas económicos, el elevado número de hijos y la falta de apoyo familiar o del compañero son los principales motivos. En los sectores medios, sobre todo entre las jóvenes, la presión familiar juega un papel muy importante en la decisión de abortar, porque al asumir la maternidad de forma temprana, defraudarían las expectativas de sus padres y limitarían sus oportunidades en el futuro. En los sectores altos, la principal razón es que el embarazo es incompatible con el proyecto de vida que las mujeres han definido y porque no es el momento adecuado para asumir las responsabilidades que implica ser madre
. 

Embarazo en adolescentes

Según la última encuesta de Demografía y Salud, el 20.5% de las mujeres entre 15 y 19 años ya son madres o están en embarazo. Estimando con base en los datos del censo de 2005, hay aproximadamente medio millón de niñas (15 y 19 años) que ya han estado embarazadas
. 
El embarazo en adolescentes contribuye notoriamente a la reproducción intergeneracional de la pobreza, dado que existe una relación negativa entre fecundidad adolescente y pobreza. La proporción del grupo de adolescentes madres pobres es tres veces mayor en relación con el grupo de las más ricas. La permanencia en el sistema educativo es un factor protector; la proporción de adolescentes madres o embarazadas y aquellas sin educación en relación con las de nivel superior es casi 6 veces mayor.
El uso de métodos de planificación familiar entre las adolescentes ha aumentado significativamente en la última década. Sin embargo, aún en el 2005 se observan porcentajes relativamente altos de no uso actual: 42.8% entre quienes tienen una pareja estable y 20.6% entre aquellas que son sexualmente activas pero no tienen un compañero permanente. El no uso de métodos de planificación familiar entre los adolescentes se asocia con: a) la percepción de invulnerabilidad; b) el escepticismo frente a la efectividad de los métodos; c) las creencias infundadas acerca de sus efectos secundarios; d) la creencia de que utilizar el condón con la persona que se ama y a la que se le tiene confianza es un irrespeto; e) las expectativas que se tienen de las relaciones románticas y sexuales; f) el deseo de complacer a la pareja. 
Aunque casi todas las adolescentes conocen y una gran proporción utiliza los métodos de planificación familiar, todavía presentan vacíos fundamentales en materia de salud reproductiva y en el uso adecuado de los métodos. Esta situación hace que entre todas las mujeres en edad fértil, las adolescentes sean las que presenten las mayores tasas de falla de método, lo cual se refleja en un alto índice de embarazo no deseado. De hecho, cerca del 59% de las adolescentes no deseaba su último embarazo: un 44% lo deseaba más tarde y un 15% no lo deseaba totalmente.
Estudios cualitativos sugieren que los jóvenes en Colombia no recurren a la red de salud pública o privada en busca de información para tomar decisiones en Salud Sexual y Reproductiva adecuadas. Las razones dadas por lo jóvenes son: les da pena pedir el servicio, o porque para acceder al servicio a través del Plan Obligatorio de Salud requieren la intervención de los padres, o porque consideran que el personal no es amable y no les da confianza o simplemente no saben a donde ir. Además, entre aquellas jóvenes que sí han utilizado estos servicios, califican como deficiente la orientación y la información sobre los métodos anticonceptivos
.
La situación se agrava aún más, si se considera el inicio temprano de la actividad sexual, lo que implica un mayor riesgo fisiológico para las complicaciones de la fecundidad y un menor grado de madurez para el ejercicio asertivo de la sexualidad. Existen limitaciones al acceso a servicios de salud, a métodos de planificación, a la confidencialidad y a una información de calidad, razón por la cual las adolescentes se sitúan en la categoría la población de riesgo de un embarazo no deseado y, por consiguiente, de un aborto inseguro
. 
Discriminación 

La discriminación de la mujer se mantiene a pesar de las normas constitucionales que pretenden controlarla (artículo 43 Constitución nacional). La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1979 vigente en Colombia desde 1982 -Ley 51 de 1981-, y la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la Violencia contra la Mujer de "Belém do Pará", que entró a regir en Colombia en 1996, en virtud de la Ley 248 del 1995, que expresamente advierten sobre la persistencia de la discriminación y de la violencia contra la mujer
. 
La Defensoría del Pueblo en su intervención ante la Corte Constitucional en relación con las demandas en contra de los artículos que penalizaban el aborto, argumenta que castigar una práctica que sólo puede ser atribuida a la mujer, por su capacidad biológica para procrear, constituye una forma de discriminación de género que va en contra de los principios constitucionales a la vida y a la igualdad y el artículo 43 que establece que la mujer “no será sometida a ninguna clase de discriminación”, porque otras personas involucradas como sus compañeros, padres o quien realizaba el procedimiento no asumían ninguna responsabilidad
. 

Además, la penalización del aborto establecía una discriminación entre las mujeres por su condición social y por su edad, pues aquellas con menos recursos económicos y conocimientos y, las más jóvenes debían realizarse este procedimiento en condiciones inadecuadas y con métodos inseguros, teniendo mayores riesgos de tener complicaciones. Mientras, las mujeres de sectores medios y altos realizaban el aborto inducido en centros especializados con menores riesgos para su salud
.
Violencia contra las mujeres 

Si bien la situación descrita es grave, los niveles se tornan dramáticos cuando se considera la situación de violencia contra las mujeres en Colombia y de manera muy especial en el caso de los desplazados por el conflicto armado y en las adolescentes. 

La violencia contra las mujeres está presente tanto en su vida privada como en la pública y se produce durante todas las etapas de su vida. Incluye tanto el daño físico, psicológico y sexual dentro de la familia y en el trabajo, como en instituciones públicas como escuelas, centros de asistencia sanitaria y prisiones
. 

En el Instituto de Medicina Legal se denunciaron en el 2005, 13.697 casos de abuso sexual contra las mujeres, de los cuales 4.817 correspondían a niñas entre los 10 y los 14 años. Sin embargo, este tipo de delitos son denunciados en pocas ocasiones por el miedo y la estigmatización que sufren las victimas y por los altos niveles de impunidad que existen
.
En el conflicto armado actual la discriminación hacia las mujeres y su vulnerabilidad han aumentado, lo cual ha causado que los grupos armados utilicen la violencia sexual como una forma de intimidar, castigar, tomar represalias o presionar al enemigo, a través de sus compañeras o sus parientes. Así, el cuerpo de las mujeres se vuelve un “botín de guerra” en los enfrentamientos, porque las acciones cometidas en su contra son usadas para atemorizar a la población civil por su supuesta colaboración con un determinado grupo armado. Las formas de violencia sexual tienen un gran poder simbólico, porque agreden la integridad y la dignidad de las mujeres y de su grupo familiar, pues es un hecho que afecta a sus hijos, compañeros, padres y hermanos. Estos hechos rompen los vínculos de una comunidad y, pueden ocasionar su migración ante la intimidación y el miedo que producen
. 

La gravedad de los delitos cometidos en contra de las mujeres durante un conflicto armado es minimizada frente a otros crímenes como los asesinatos masivos, las desapariciones forzadas o el desplazamiento, pero, el Derecho Internacional Humanitario (DIH) establece que los delitos sexuales en contra de las mujeres como la servidumbre, la prostitución forzada, la violación, la anticoncepción y el aborto obligatorio, las amenazas para mantener relaciones con miembros de los grupos armados y la coerción para llevar hasta su término un embarazo que fue producto de una violación, son crímenes en contra de la humanidad y crímenes de guerra
.

La vulneración de los derechos de las mujeres en Colombia es muy importante para comprender el alcance de la sentencia C-355 de la Corte Constitucional, en relación con la despenalización del aborto cuando la mujer ha sido violada, pues les reconoce su autonomía y su dignidad como ciudadanas
.

Para el caso de mujeres en situación de desplazamiento, la posibilidad de ser víctimas de diversos tipos de violencia, entre ellas la sexual ya sea por parte los actores del conflicto o por personas cercanas a ellas, aumenta de manera considerable. Tal como lo ha afirmado el “Observatorio de los derechos humanos de las mujeres en Colombia - En situaciones de conflicto armado las mujeres también tienen derechos: el desplazamiento forzado interno por razones del conflicto armado afecta indistintamente a hombres y mujeres pero debido las condiciones históricas de discriminación, que se acumulan e incrementan en las etapas posteriores al desplazamiento, tiene un efecto desproporcionado en las mujeres”
. 

 “El efecto desproporcionado se advierte también en el aumento de la incidencia de la violencia intrafamiliar y la violencia sexual entre las mujeres en situación de desplazamiento. En lo que hace referencia a violencia sexual, el 7,9% de las mujeres en situación de desplazamiento dice haber sido víctima de violación (Profamilia, 2001) mientras esta cifra es de 6.6% para las mujeres encuestadas sin la particularidad de haber sido desplazadas (Profamilia 2000)”. (sentencia p. 23)

Violencia Intrafamiliar

De las adolescentes entre 15-19 que tienen una relación de pareja estable, un 37.6% ha sido objeto de violencia física por parte del esposo o compañero, 82% reportó lesiones producto de estos actos violentos. De ellas 89.2% no acudió a un servicio de salud, y un 87% no denunció ante otras autoridades competentes. De las adolescentes entre 15-19 un 5.5% reportó haber sido violada por una persona diferente al compañero, entre los que se destacan: un amigo 20%; un 19% por un desconocido y un 19% un pariente. Según la ENDS 2005, un 41% de las mujeres reportaron que sus esposos o compañeros reprenden a sus hijos con golpes, un 22% con palmadas y un 75% en forma verbal, lo que muestra el dominio de patrones de crianza muy violentos. El reporte del Instituto de Medicina Legal del 2005 muestra que las mujeres constituyen el 84% de los 17.712 dictámenes realizados. De la totalidad de dictámenes a mujeres, el 84,3% corresponden a menores de edad, la mayoría de ellas entre los 10 y 14 años, lo que puede proyectarse como 200 casos por cada 100.000 habitantes, seguido por el grupo comprendido entre los 5 a 9 años, con 135.2 casos por 100.000 habitantes. En este tipo de abuso contra menores de 18 años, Medicina Legal constató que en el 78% de los casos, el agresor era un conocido del niño o niña, especialmente padre, padrastro u otro familiar
.
Son significativas las palabras del Procurador General, cuando dice: “…la ausencia de información resulta inexcusable en un país que atraviesa una situación de conflicto armado, en donde negar el evento o hacer invisibles las víctimas de estas violencias cuestiona el deber de garantía, protección, investigación, sanción y reparación. Los estudios relativos al tema señalan que siguen siendo las niñas y las mujeres las principales víctimas de éstas violencias...”

Como puede apreciarse el panorama general de consideraciones de la Corte Constitucional evidencia múltiples factores de violación de los derechos, la dignidad y el reconocimiento a las niñas y mujeres en la sociedad colombiana a pesar de la existencia de normas, leyes y principios que las protegen. Se sugiere, por lo tanto, no solo proteger a la mujer en estado de indefensión sino abrir los espacios para su mejor preparación, información y en general empoderamiento para el desarrollo de su condición personal en busca de una sociedad mas respetuosa de su integridad y su papel en ella. 
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ANTECEDENTES DE LA SENTENCIA C-355 DE 2006 
Alejandra Buitrago. Antropóloga 

2.1 Aspectos generales

Existen varias clases de legislaciones sobre el aborto en el mundo; en algunos países está prohibido por completo, en otros es permitido cuando está en peligro la vida o la salud física y mental de las mujeres, cuando existen malformaciones incompatibles con la vida, en caso de violación o incesto o por razones socioeconómicas. En otros no hay restricciones en cuanto a la causa, pero sí requisitos y condiciones, como un límite máximo de semanas de gestación, la autorización de un tercero y un tiempo de espera para tomar la decisión
. 

Los artículos que penalizaban el aborto en Colombia fueron aplicados en muy pocas ocasiones, porque durante un año en promedio eran denunciados 300 casos y, sólo en uno se iniciaba un proceso judicial, una cifra muy reducida en comparación con todos los procedimientos realizados
.  Estas cifras muestran la distancia que existía entre la severidad de las normas sobre el aborto y las dificultades para su aplicación, porque el aborto es una práctica frecuente que no es considerada como un delito o una violación de la ley por parte de las mujeres que se lo practican, sus compañeros, quienes las apoyan o presionan, y las personas que realizan los procedimientos
.
La legislación restrictiva sobre el aborto, la estigmatización de su práctica y las creencias religiosas sobre el carácter sagrado de la vida han ejercido un fuerte control social que inhibe a las personas a discutir abiertamente sobre este problema y, expresar una opinión favorable sobre su liberalización. Por estos motivos, un amplio sector de la sociedad se mostraba en contra del aborto, obligando a muchas mujeres a interrumpir su embarazo en la clandestinidad y a ocultar que había sucedido
. 
Pero, las mujeres que se han practicado un aborto afirman que tomar la decisión fue muy difícil, porque se enfrentaron a sus propios conflictos y dilemas personales, a sus creencias religiosas y a ser sancionadas moral y socialmente por transgredir las normas que establecen que la maternidad siempre debe ser aceptada por ser es una condición muy importante para definirse como mujer en nuestra sociedad. Además, alrededor de la sexualidad femenina existen muchos prejuicios, pues, las relaciones sólo son aceptadas socialmente cuando son realizadas dentro de una relación estable y con la finalidad de procrear, de lo contrario son consideradas inmorales, por eso, un embarazo debe ser aceptado aún cuando no sea deseado porque fue el resultado de una conducta inadecuada que debe ser corregida
. 
Al respecto, los grupos feministas se oponen a las imágenes dominantes sobre cómo deben verse, actuar y ser las mujeres, y defienden su autonomía y libertad para decidir sobre sus propias vidas, sus cuerpos y su reproducción. Por eso, proponen que la maternidad debe ser una opción y no una obligación impuesta, porque las mujeres deben tener la posibilidad de escoger sí desean o no ser madres y en que momento de sus vidas hacerlo
.
2.2 La discusión pública de la despenalización del aborto en los últimos treinta años. 

En los últimos treinta años, las diferentes propuestas para despenalizar el aborto total o parcialmente, han desencadenado una amplia discusión sobre el tema a nivel nacional. Los debates más importantes sobre el tema se dieron en 1979 cuando la representante Consuelo Lleras presentó un proyecto de ley para despenalizar el aborto en tres casos excepcionales; durante la discusión sobre la libre opción de la maternidad en la Asamblea Constituyente de 1991, en 1994 cuando se discutió la posición oficial del gobierno en contra del aborto en la Conferencia Internacional de Población y Desarrollo realizada en el Cairo
, y entre el 2004 y el 2005 cuando fue demandada la inconstitucionalidad de los artículos que penalizaban el aborto ante la Corte Constitucional. 

En las últimas décadas la Iglesia Católica ha sido un actor social y político muy influyente en las discusiones sobre el aborto, por su movilización, posiciones y argumentos en contra de las iniciativas que pretendían reformar la legislación que lo penalizaba. Los argumentos religiosos y científicos utilizados por la Iglesia Católica y los sectores conservadores para oponerse al aborto en todos los casos, consideran que la vida es un don otorgado por Dios, por eso, los hombres no pueden disponer de ella según su parecer, porque se está negando la oportunidad de nacer y de vivir a un ser humano en formación
.

Es importante señalar que existen opiniones diferentes sobre el aborto al interior de la Iglesia Católica como el movimiento Católicas por el Derecho a Decidir, quienes opinan que esta decisión debe ser tomada por las mujeres sin la presión de una sanción moral como la excomunión
. De otra parte, la diversidad religiosa, de cultos y creencias consagrada en la Constitución Política hace importante tomar en cuenta las opiniones de otras iglesias, como la Iglesia Anglicana que durante la discusión de 1979 afirmó que la decisión de abortar debía dejarse al libre ejercicio de la conciencia personal, y que aceptaba la interrupción del embarazo cuando se encontraba en peligro la salud o la vida de la mujer, y en caso de violación o incesto
. 

Por otra parte, la participación de los partidos políticos, de los miembros de los gobiernos y de los congresistas en la discusión o en la toma de decisiones sobre el aborto ha sido limitada por los costos políticos que tenía tomar una posición a favor de la despenalización, enfrentándose a amplios sectores de la sociedad y a la opinión pública dominante. Además, consideraban que no era un tema prioritario en la agenda política y que no estaban dadas las condiciones para realizar algún cambio al respecto. Por esta razón, los proyectos de ley para reformar la penalización del aborto fueron iniciativas individuales que no contaron con el apoyo suficiente para ser aprobadas
. 
La participación de los profesionales de la salud en el debate ha sido reducida, pero los argumentos médicos y científicos sobre las consecuencias de los abortos inseguros fueron muy importantes para justificar las propuestas que buscaban reducir la penalización en ciertos casos. Sin embargo, entre los médicos y médicas no existe una posición unificada sobre la interrupción del embarazo, algunos se oponen siguiendo su juramento de proteger la vida y, otros reconocen que las complicaciones causadas por los abortos ilegales podrían ser prevenidas y evitadas
. 
Por último, la participación de movimientos feministas en los debates fue reducida y su discurso sobre el derecho a la libre maternidad y a la autonomía de las mujeres era muy abstracto y, no logró el apoyo de otros sectores de la sociedad para movilizarse a favor de la despenalización
.
La discusión sobre la despenalización del aborto que se dio durante el 2005 y comienzos del 2006 cuando la Corte Constitucional estudió las demandas, fue un diálogo más abierto que los anteriores, porque participaron nuevos actores, quienes expresaron sus opiniones desde diferentes campos y argumentaron que el aborto era un problema de salud pública, de derechos humanos, de equidad de género y de justicia social. Los planteamientos morales de los sectores conservadores y de la Iglesia sobre la defensa de la vida no tuvieron la misma importancia que en las ocasiones anteriores, cuando eran los únicos voceros válidos para opinar sobre este tema
. 

2.3
Participación de las organizaciones por la equidad de género en la demanda en contra de la penalización del aborto. 

La demanda en contra de la penalización del aborto fue una iniciativa del proyecto Género y Justicia de la organización no gubernamental Women’s Link Worldwide (Red Mundial de Mujeres), que busca lograr que los derechos de las mujeres sean reconocidos mediante el uso del derecho internacional, los tribunales internacionales y el litigio estratégico ante los sistemas judiciales nacionales
.

Las demandas en contra de la penalización del aborto presentadas ante la Corte Constitucional formaban parte del proyecto LAICIA, “Litigio de alto impacto en Colombia: La inconstitucionalidad del aborto”. Este proyecto tenía como objetivo lograr que la legislación sobre el tema del aborto inducido fuera reformada, demostrando que su prohibición en todos los casos y circunstancias era una medida que violaba los derechos a la vida, a la igualdad, a la salud y a la autonomía reproductiva de las mujeres
.

El derecho de interés público busca generar cambios sociales y la protección de los derechos humanos mediante la aplicación  de las leyes. Este enfoque fue utilizado por los miembros de proyecto LAICIA, un grupo de abogadas especializadas en el tema de derechos de las mujeres, pero, con el apoyo y la asesoría de expertos de diferentes áreas como la medicina y las ciencias sociales, quienes se encargaron de estudiar el problema del aborto desde distintos enfoques, asumiendo diferentes tareas, para realizar acciones conjuntas y lograr la despenalización. Además, este proyecto contó con la colaboración de diferentes sectores sociales en todo el país y de los medios de comunicación, quienes conformaron una red que apoyó la iniciativa
. 

La demanda en contra de la prohibición del aborto fue una iniciativa que contó con el respaldo y el apoyo de un amplio grupo de ciudadanos (as) y de organizaciones que defienden los derechos de las mujeres y la equidad de género, como la Corporación Sisma Mujer, Católicas por el Derecho a Decidir y La Mesa por la Salud y la Vida de las Mujeres, entre muchas otras a nivel local y nacional
.

La estrategia del proyecto LAICIA consistió en visibilizar, influenciar y modificar la penalización del aborto en Colombia. Para lograr estos objetivos los miembros del proyecto promovieron que la discusión abordara el aborto como un problema social, relacionado con la desigualdad de género, por las implicaciones que tiene sobre los derechos de las mujeres; en segundo lugar, buscaron que la despenalización del aborto fuera un tema de debate público y por último, lograron un cambio en la legislación sobre el tema, con la acción pública presentada ante la Corte Constitucional en contra de los artículos que lo penalizaban
.
La demanda en contra del artículo 122 de la ley 599 del 2000 que criminalizaba el aborto fue presentada ante la Corte Constitucional por varias razones, en primer lugar, las acciones públicas son un mecanismo de fácil acceso para que los ciudadanos demanden la insconstitucionalidad de una norma abstracta, además , son resueltas de forma rápida en comparación con las dificultades que se presentan para la aprobación de un proyecto de ley en el Congreso. En segundo lugar, la Corte Constitucional ha desempeñado un importante papel en la interpretación de la Constitución Política, al realizar exámenes de proporcionalidad para armonizar los derechos que se encuentran en conflicto. Y por último, los argumentos a favor de la liberalización del aborto en los convenios internacionales y, las recomendaciones que los comités internacionales de monitoreo de los tratados internacionales de Derechos Humanos le han hecho a Colombia, debían ser tenidos en cuenta por la Corte Constitucional en su decisión
. 

2.4
 Posiciones de algunos sectores sociales, políticos y religiosos sobre la demanda de despenalización del aborto.

Durante la etapa de estudio de las demandas, la Corte Constitucional recibió alrededor de 569 intervenciones, entre ellas se encuentran los pronunciamientos de algunos organismos del Estado, de organizaciones feministas, de institutos nacionales e internacionales expertos en el tema, de la Conferencia Episcopal y miembros de otras iglesias, de universidades, de la Academia Nacional de Medicina y más de dos millones de firmas de ciudadanos. Durante este proceso la participación de diferentes actores y sectores de la sociedad fue muy activa, existiendo un espacio abierto para el debate sobre el problema desde diferentes ángulos, expresando sus opiniones y argumentos a favor o en contra de las demandas de los artículos que penalizaban el aborto 
.  

2.4.1
 Pronunciamientos de las instituciones del Estado.

La intervención del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, fue muy importante en el proceso porque es el organismo encargado de proteger los derechos de los menores de edad. En su concepto el ICBF menciona que la Constitución Política de 1991 estableció que los menores de edad deben ser protegidos por el Estado, porque su edad o vulnerabilidad no puede servir de pretexto para restringir sus derechos, pues ellos son autónomos para decidir sobre sus vidas y asumir responsabilidades. 

El ICBF afirma que el aborto es un problema de salud pública que afecta sobre todo a las mujeres con menos recursos y más jóvenes, por esta razón, las jóvenes entre los 14 y los 18 años deberían tener la posibilidad de decidir la interrupción de su embarazo, teniendo pleno conocimiento, mientras que, en el caso de las menores de 14 años, el ICBF sugirió que debía existir el consentimiento médico y la autorización del representante legal. Sin embargo, en el caso de las menores de 14 años la Corte Constitucional decidió que al existir presuntamente un acto sexual abusivo, la joven debía tener la posibilidad de tomar una decisión tan trascendental para su vida. 

Por su parte, el Ministerio de Protección Social en su pronunciamiento afirma que el aborto es un problema de salud pública porque su ilegalidad obliga a las mujeres más vulnerables a practicarse este procedimiento en condiciones inseguras, causándoles complicaciones que podrían ser prevenidas, y que deben ser atendidas por el sistema de salud, generando elevados costos. Además, el aborto está muy relacionado con el embarazo no deseado, por eso, el gobierno debe fortalecer las políticas que garanticen los derechos sexuales y reproductivos, y el acceso a la información y los métodos de control de la fecundidad. 

2.4.2
 La posición de la iglesia.

La Conferencia Episcopal en representación de la Iglesia Católica se pronunció en contra de las demandas en contra de la penalización del aborto argumentando que el derecho a la vida es consagrado por la Constitución Política, los tratados internacionales y, la misma Corte Constitucional en la sentencia 133 de 1994 había decidido defender el derecho a la vida desde el momento de la concepción.

La Iglesia Católica ha defendido que la vida debe ser protegida en todas sus etapas de desarrollo, y que la libertad individual no puede ser usada como un argumento para justificar las acciones que afectan a otros seres humanos, incluidos los más débiles y quienes no han nacido. En cuanto a la despenalización del aborto en casos excepcionales opinan que el Estado debe cumplir con su responsabilidad social y proteger a las mujeres embarazadas, las madres y los niños, para evitar que ellas se vean obligadas a tomar la decisión de interrumpir su embarazo. En el caso de un embarazo no consentido o de violación, su posición es que la maternidad puede ayudar a superar la ofensa que sufrieron. Y por último, en el caso de malformaciones afirman que el aborto no puede ser un mecanismo para eliminar a los seres que tienen algún tipo de defecto, porque sería una práctica racista
.   
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